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DERECHO A LA SALUD / TRATAMIENTO MÉDICO A RECLUSO / COMPETENCIA CONJUNTA EN LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE SALUD A PERSONAS PRIVADAS DE LA LIBERTAD / LEY 1709 DE 2014 / CONFIRMA. - Por otra parte, en lo relacionado con los argumentos expuestos por la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios USPEC, anunciará la Sala que convalidará la orden dada por el Juez de primer grado, ello por cuanto a modo de ver de este Juez constitucional, al encontrarse demostrado que el señor BEEP se encuentra privado de su libertad en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Santa Rosa de Cabal, y como quiera que dentro de esta acción tutelar solicitó la protección de su derecho fundamental a la salud, la norma a tener en cuenta para dirimir el asunto es la que regula el sistema especial de salud para los internos a cargo del INPEC, que tiene su origen en la Ley 1709 de 2014, según la cual las labores tendientes a garantizar la prestación efectiva del servicio a la salud para las personas privadas de la libertad han sido distribuidas de manera conjunta entre la USPEC, el consorcio PPL y el INPEC.
(…)

En conclusión, conforme a los lineamientos expuestos en párrafos anteriores, referentes a las entidades participantes en la prestación de los servicios de salud de las personas privadas de la libertad, y como ya se dijo, dicha garantía deberá ser apoyada en este preciso caso de forma conjunta por parte la USPEC, el consorcio PPL y el INPEC (a través del Establecimiento de Reclusión), a quienes indudablemente se les debe impartir la obligación de desplegar todas las labores que estén dentro del marco de sus competencias para evitar que situaciones como la descrita por la parte accionante en su libelo petitorio, relacionadas con una dilatación en la prestación de los servicios de salud, se vuelvan a repetir.
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el Apoderado Judicial del CONSORCIO FONDO DE ATENCIÓN EN SALUD PPL 2017, Dr. Luis Alfredo Sanabria Ríos, y el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la UNIDAD DE SERVICIOS PENITENCIARIOS Y CARCELARIOS USPEC, Dr. Ángel Adrián Vargas Robles, en contra del fallo proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el 16 de enero de 2018, mediante el cual concedió la solicitud de amparo constitucional invocada por la agente oficiosa del señor BEP. 
ANTECEDENTES:

La señora Diana María Carmona Montoya, actuando en calidad de agente oficiosa del señor BEP, instauró acción de tutela en contra de la Dirección Regional Viejo Caldas con Sede en Pereira del INPEC, la USPEC, la Dirección General del INPEC y el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Santa Rosa de Cabal, al considerar vulnerado el derecho fundamental a la salud de su agenciado. Los hechos según los cuales fundamentó su solicitud fueron sintetizados por el Despacho de conocimiento así:  
“Manifiesta la accionante que el titular del derecho BEP, quien se encuentra actualmente privado de la libertad en el Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Santa Rosa de Cabal, presenta graves dolencias que son resultado de una secuelas de un atentado que sufrió, encontrándose en delicado estado de salud, con su movilidad comprometida, corriendo el riesgo de perder la movilidad de las piernas por falta de atención rápida y oportuna al interior del penal.

Explica que el titular del derecho debe ser atendido por diferentes especialistas en la ciudad de Pereira, y estar recluido en el establecimiento de Santa Rosa de Cabal, dificulta aún más que reciba la atención medica requerida.

Solicita la protección de los derechos fundamentales de BEP, y en consecuencia se ordene a todas las entidades accionadas que sin dilación, preste la atención médica requerida, brindando todos los exámenes, terapias y medicamentos necesarios para la atención del titular del derecho.”

TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA:
La presente acción de tutela fue tramitada por parte del Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, Despacho que avocó el conocimiento de la actuación el día 3 de enero del año que avanza, y ordenó la notificación y traslado a las entidades accionadas para que ejercieran sus derechos de defensa y contradicción; además ordenó la vinculación oficiosa de la Fiduprevisora Consorcio de Atención en Salud PPL. Por otra parte se denegó la solicitud de decretar una medida provisional a partir del auto admisorio.  

Finalmente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho de conocimiento decidió mediante sentencia del 16 de enero de los cursantes tutelar los derechos fundamentales a la salud y a la vida en condiciones dignas de los cuales es titular el señor BEP; en consecuencia, dispuso en la parte resolutiva de dicho proveído, entre otras cosas: 

“SEGUNDO: ORDENAR al director (a) del Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, al representante legal o quien haga sus veces de la Fiduprevisora Fiduconsorcio Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad, y a la Unidad de servicios Penitenciarios y Carcelarios USPEC, que de manera conjunta y coordinada, dentro de las 48 horas siguientes a la notificación del presente fallo, realicen todos los trámites administrativos tendientes a ejecutar en favor de BEP, los tratamientos médicos, quirúrgicos y medicamentos que fueran ordenados por el médico tratante, en razón a las secuelas presentadas por “Toracosotomia”

TERCERO: ADVERTIR al representante legal de la Fiduprevisora SA, a través del Fiduconsorcio que realice los trámites correspondientes para los pagos oportunos a las entidades prestadoras de salud, con el fin de evitar situaciones dilatorias que impidan el cumplimiento del presente fallo, so pena de desacato.

CUARTO: Disponer que por parte de las entidades accionadas, se autorice y verifique que a Ivon Racero Ramírez (Sic.), se le suministre el tratamiento integral que lleguen a formular los médicos tratantes en relación con la patología que la aqueja.”
Lo anterior, por cuanto del análisis de la información obrante en el expediente, encontró el Juez A quo que, en efecto los servicios en salud se le estaban negando al señor BEP, y al respecto, lo único en lo que se concentraron las accionadas en sus diferentes escritos fue en trasladarse entre sí las responsabilidades, ello sin brindar una alternativa que resulte eficaz para conjurar el menoscabo en los derechos del actor, y además, ordenarle a dichas entidades que de manera conjunta brinden en adelante al señor BEP, la prestación integral de todos los servicios en salud que llegue a requerir con ocasión de la patología que en la actualidad lo aqueja. 
FUNDAMENTO DE LAS IMPUGNACIONES:
Una vez notificada la decisión de instancia, se recibieron dos escritos de impugnación, uno por parte del Apoderado Judicial del Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, recibida en el Despacho de conocimiento el 25 de enero de 2018; y otra por parte del Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios USPEC el 18 de enero del año que avanza, ello con base en los argumentos que se extraen a continuación: 
CONSORCIO FONDO DE ATENCIÓN EN SALUD PPL 2017: El Doctor Luis Alfredo Sanabria Ríos, actuando como apoderado del Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, presentó impugnación contra el fallo de primer nivel. Para el efecto, expuso que si bien el Despacho fallador concede un tratamiento integral respecto de una patología denominada “toracosotomía”, debe tenerse en cuenta que no existe certeza del diagnóstico médico que en realidad padece, por lo que a su criterio, lo que se debió hacer fue garantizar el derecho al diagnóstico del interno, por medio de una valoración médica previa que determine cómo ocurrió la lesión y cuál sería el tratamiento médico para su caso particular, desde ese punto de vista, la orden que se está dando en el fallo impugnado protege hechos futuros e inciertos. 
Así mismo, expuso que esa entidad carece de competencia para dar cumplimiento al fallo de tutela en lo relacionado con la prestación de los servicios integrales en salud, pues no fueron valorados los requisitos jurisprudenciales que para esos fines se deben tener en cuenta. 
UNIDAD DE SERVICIOS PENITENCIARIOS Y CARCELARIOS USPEC: el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios USPEC, Dr. Ángel Adrián Vargas Robles, manifestó su inconformidad frente a la decisión de la Juez de primer nivel al emitir órdenes en contra suya, pese a haber expuesto dentro de la respuesta al requerimiento que ese Despacho le hiciera, que su factor funcional les impide garantizar los servicios médicos en salud a la población privada de la libertad, pues tal deber se encuentra en cabeza del Consorcio de Atención en Salud PPL, con quien solamente tiene establecido esa entidad un vínculo contractual, aunado a lo cual, de acuerdo a las funciones que le asisten a esa Unidad, contempladas en el Decreto 4150 de 2011 y ley 1709 de 2014, no se encuentra consagrada en momento alguno la de prestar el servicio de salud a la población privada de la libertad a cargo del INPEC. 

En ese sentido, las órdenes impartidas deben estar dirigidas a las entidades directamente encargadas de prestar el servicio de salud y no a la USPEC, que en cualquier caso será el Consorcio PPL, de manera que considera la entidad impugnante que carece de legitimación por pasiva dentro del trámite adelantado. 

De esta manera, y tras hacer un recuento de la normativa que regula todo lo concerniente a las diferentes figuras que intervienen en la prestación del servicio a la salud de la PPL, solicitó que se revoque los numerales segundo y cuarto del fallo opugnado para en su lugar desvincular a la USPEC del trámite constitucional. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar las impugnaciones interpuestas, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000, por ser el superior jerárquico del Despacho que profirió la sentencia de primera instancia.  

2. Problema Jurídico: 
En el presente asunto, le corresponde determinar a esta Corporación si le asiste razón o no a las entidades impugnantes en cuanto a que las órdenes impartidas dentro del fallo de primer nivel no son de su competencia, y por tanto, debe revocarse la decisión, o si, en cambio, la misma se encuentra ajustada a derecho y por ende merece su ratificación. 

4. Solución: 
Antes de entrar a resolver el problema jurídico propuesto, advertirá de entrada esta Corporación que no es posible realizar un análisis de los argumentos esgrimidos por parte del Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, ello por cuanto se evidencia una seria inconsistencia en cuanto a la oportunidad en que fue presentado el recurso de impugnación.  

Lo anterior, porque si se observan las actuaciones desplegadas para efectos de notificar la sentencia, se tiene que la decisión fue proferida el 16 de enero del año que transcurre, y notificada por correo electrónico en esa misma fecha, día en el que además se confirmó su lectura por ese medio como consta a folio 92 (vto.) del expediente.
De acuerdo a lo anterior, se puede colegir que el término para impugnar ese proveído transcurrió durante los días 17, 18 y 19 de enero de 2018, sin embargo, el escrito de impugnación sólo se recibió en el Despacho hasta el 25 de enero de los cursantes (ver folio 94), es decir que fue presentado de manera evidentemente extemporánea, por lo tanto, frente a aquella la Colegiatura no efectuará ningún pronunciamiento, y en cambio se abstendrá resolver los argumentos propuestos en el mencionado recurso.   

Por otra parte, en lo relacionado con los argumentos expuestos por la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios USPEC, anunciará la Sala que convalidará la orden dada por el Juez de primer grado, ello por cuanto a modo de ver de este Juez constitucional, al encontrarse demostrado que el señor BEPse encuentra privado de su libertad en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Santa Rosa de Cabal, y como quiera que dentro de esta acción tutelar solicitó la protección de su derecho fundamental a la salud, la norma a tener en cuenta para dirimir el asunto es la que regula el sistema especial de salud para los internos a cargo del INPEC, que tiene su origen en la Ley 1709 de 2014, según la cual las labores tendientes a garantizar la prestación efectiva del servicio a la salud para las personas privadas de la libertad han sido distribuidas de manera conjunta entre la USPEC, el consorcio PPL y el INPEC. 
De esta manera, según el parágrafo 2º de la Ley 1709 de 2014 referida atrás, una de las funciones del Consorcio PPL como administrador de los recursos para la prestación de los servicios en salud de los internos es: “Garantizar la prestación de los servicios médico-asistenciales, que contratará con entidades de acuerdo con instrucciones que imparta el Consejo Directivo del Fondo.”.
Ahora, conforme al artículo 4º del Decreto 4150 de 2011, por medio del cual se creó la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios, el objeto de la USPEC es: “gestionar y operar el suministro de bienes y la prestación de los servicios, la infraestructura y brindar el apoyo logístico y administrativo requeridos para el adecuado funcionamiento de los servicios penitenciarios y carcelarios a cargo del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario - INPEC.”.  

Por otra parte, la Resolución 5159 del Ministerio de Salud y Protección Social, señala que son funciones de dicha Unidad, entre otras: “Contratar la entidad fiduciaria con cargo a los recursos del Fondo Nacional de Salud de la Personas Privadas de la Libertad y establecer las condiciones para que dicha entidad contrate la prestación integral y oportuna de los servicios de salud para la población privada de la libertad, de acuerdo con las decisiones del Consejo Directivo del Fondo, así como con el Modelo de Atención en Servicios de Salud establecido y teniendo en consideración los respectivos manuales técnicos administrativos para la prestación de servicios de salud que se adopten.”, y: “Las demás que sean necesarias para la prestación de los servicios de salud a la población privada de la libertad.”, lo que se traduce la facultad y obligación de supervisar el cumplimiento del encargo fiduciario celebrado con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL.

El INPEC por su parte, a través del respectivo establecimiento penitenciario, tiene como función en lo relacionado con la prestación de los servicios en salud de la PPL
: “Garantizar las condiciones y medios para el traslado de personas privadas de la libertad a la prestación de servicios de salud, tanto al interior de los establecimientos de reclusión como cuando se requiera atención extramural, de conformidad con los artículos 2.2.1.11.4.2.3. y 2.2.1.11.4.2.4. del presente capítulo, y apoyar las actividades de referencia y contrarreferencia.”; “Expedir, en coordinación con la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios — USPEC- los Manuales Técnicos Administrativos para la prestación de servicios de salud que se requieran conforme a las particularidades diferenciales de cada establecimiento de reclusión, acorde con el Modelo de Atención en Salud para la Población Privada de la Libertad que se establezca.” y finalmente “Las demás que sean necesarias para la prestación de los servicios de salud de la población privada de la libertad”. 
Así las cosas, se puede afirmar que las entidades anteriormente mencionadas funcionan de forma armónica con la distribución de funciones que a cada una de ellas se le ha impuesto, de modo que se hace imprescindible la intervención de todas ellas para garantizar la efectiva prestación de los servicios en salud de la población privada de la libertad, y particularmente en casos como el que concita la atención de la Colegiatura. 
En conclusión, conforme a los lineamientos expuestos en párrafos anteriores, referentes a las entidades participantes en la prestación de los servicios de salud de las personas privadas de la libertad, y como ya se dijo, dicha garantía deberá ser apoyada en este preciso caso de forma conjunta por parte la USPEC, el consorcio PPL y el INPEC (a través del Establecimiento de Reclusión), a quienes indudablemente se les debe impartir la obligación de desplegar todas las labores que estén dentro del marco de sus competencias para evitar que situaciones como la descrita por la parte accionante en su libelo petitorio, relacionadas con una dilatación en la prestación de los servicios de salud, se vuelvan a repetir.   
Acorde con ello, y en aras de propugnar por los derechos a la salud que le asisten al señor BEPy prodigársele una vida en condiciones dignas, este Juez Colegiado habrá de confirmar en su totalidad la decisión de primera instancia.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión de Penal,
RESUELVE: 
PRIMERO: CONFIRMAR el fallo proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, el pasado 16 de enero de 2018, de acuerdo a los argumentos expuestos en la parte motiva de esta decisión.  
SEGUNDO: ABSTENERSE de desatar la impugnación interpuesta por el Doctor LUIS ALFREDO SANABRIA RÍOS, apoderado del Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL, ello por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión.
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
�Ministerio de Salud y Protección Social, Resolución 5159 de 2015. 
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